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                                                      Juicio Contencioso Administrativo:  

                                                                                          503/2017/1ª-III 

 

Actor: Eliminado: datos personales. 

Fundamento legal: Artículo 72 de la Ley 

de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública del Estado de 

Veracruz; 3 fracción X, 12, 13, 14 y 42 de 

la Ley de Protección de Datos 

Personales en Posesión de Sujetos 

Obligados para el Estado de Veracruz, 

por tratarse de información que hace 

identificada o identificable a una persona 

física.. 

 

Demandado: Director del Instituto de 

Pensiones del Estado de Veracruz y 

otros.  

                                                                  

                               

XALAPA - ENRÍQUEZ, VERACRUZ DE IGNACIO DE LA LLAVE A 

VEINTINUEVE DE ENERO DE DOS MIL DIECINUEVE.  

 

Sentencia que resuelve el juicio en lo principal y determina declarar 

la nulidad del acto impugnado.  

 

Para facilitar la lectura de la sentencia, se emplearán las referencias 

siguientes: 

- Sala Regional Unitaria Zona Centro del extinto Tribunal de lo 

Contencioso Administrativo del Poder Judicial del Estado de 

Veracruz (Sala Regional). 

- Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado de 

Veracruz (Tribunal). 

- Instituto de Pensiones del Estado de Veracruz (IPE).   

- Código número 14 de Procedimientos Administrativos para el 

Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave (Código). 
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RESULTANDOS: 

 

1. Antecedentes del caso.  

 

El ciudadano Eliminado: datos personales. Fundamento legal: Artículo 72 de 

la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de 

Veracruz; 3 fracción X, 12, 13, 14 y 42 de la Ley de Protección de Datos 

Personales en Posesión de Sujetos Obligados para el Estado de Veracruz, 

por tratarse de información que hace identificada o identificable a una persona 

física., mediante escrito presentado ante la oficialía de partes de la Sala 

Regional, el veinticuatro de agosto del año dos mil diecisiete, promueve 

Juicio Contencioso Administrativo en contra del Director General, Jefa 

del Departamento de Vigencia de Derechos, Subdirección Jurídica y 

Dirección General de Prestaciones Institucionales, todas ellas del 

Instituto de Pensiones del Estado, de quienes impugna la resolución 

negativa ficta, derivada del silencio para dar respuesta a su petición de 

fecha dos de junio de dos mil diecisiete, por el cual solicitó fuera 

revocada la suspensión del pago de su pensión por jubilación 

identificada con el número 21749. 

 

Mediante acuerdo de fecha cinco de septiembre de dos mil diecisiete 

se tiene por admitida la demanda en la vía ordinaria, dándose curso a 

la misma y se ordenó emplazar a las autoridades demandadas para 

que dentro del término de quince días hábiles que marca la ley 

produjeran su contestación, emplazamiento que se realizó con toda 

oportunidad.  

 

Por acuerdo de fecha veinticuatro de mayo de dos mil dieciocho, se 

tuvo a las autoridades demandadas, dando contestación a la demanda 

y en el mismo proveído se otorga a la parte actora el término de diez 

días para ampliar su demanda, derecho que hace valer mediante 

escrito recibido en este Tribunal en fecha once de julio de dos mil 

dieciocho.  

 

Admitida la ampliación de la demanda mediante acuerdo de fecha siete 

de agosto de dos mil dieciocho y seguida la secuela procesal, el día 
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veintiséis de noviembre de dos mil dieciocho tuvo verificativo la 

audiencia de Ley prevista en los artículos 320 al 323 del Código, 

haciéndose constar la asistencia del abogado de la parte actora y la 

inasistencia de las autoridades demandadas o persona alguna que 

legalmente las represente a pesar de encontrarse debidamente 

notificadas con toda oportunidad, en la que se recibieron todas y cada 

una de las pruebas que así lo ameritaron, así mismo, se hizo constar 

que no existió cuestión incidental que resolver. Cerrado el período 

probatorio y abierta la fase de alegatos, se hizo constar que la parte 

actora los formuló de forma escrita, por lo que con fundamento en el 

diverso 323 del Código, se ordenó turnar los presentes autos para 

resolver.   

 

2. Puntos controvertidos. 

 

El actor en su escrito de demanda señala varios conceptos de 

impugnación, los cuales en esencia discurren de acuerdo a lo 

siguiente: 

 

 La autoridad comete una grave irregularidad al suspender la 

pensión por jubilación, pues quien toma la determinación es el 

Director General de Prestaciones Institucionales del IPE, sin 

entregarme copia de la determinación tomada por el Consejo 

Consultivo de ese mismo organismo, por ende resulta ser 

incompetente para ordenar la mencionada supensión. 

 

 El acto impugnado carece de fundamentación y motivación. 

 

 El acto transgrede el derecho a la jubilación consagrado en el 

artículo 2 fracción I de la Ley del IPE. 

 

 El acto viola el artículo 14 constitucional, al no haberse 

efectuado un procedimiento en el cual hubiese sido oído, ni 

vencido, violando la garantía de audiencia. 

 

 Acorde a los lineamientos del control difuso de la 

constitucionalidad se debe determinar que resultan 
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inconstitucionales en aplicación al caso los artículos 29 y 82 

de la Ley del IPE. 

 

 La autoridad mediante el acto impugnado incurre en una 

discriminación grave al ser el actor una persona de edad 

avanzada y limitar sus derechos laborales. 

 

Por su parte, las autoridades demandas plantean que es aplicable al 

caso la causal de improcedencia establecida en la fracción X del 

artículo 289 del Código y por otra parte, realizan manifestaciones 

tendientes a acreditar que resulta infundada la solicitud de nulidad por 

parte del actor, pues respecto a la negativa ficta que se demanda 

señala que a la fecha de interposición de la demanda no había 

transcurrido el término de cuarenta y cinco días señalados por el 

artículo 25 de la Ley del IPE para contestar la petición del actor. 

 

Por otra parte, refiere que en el caso concreto el actor no se encuentra 

ejerciendo el derecho de impugnar o anular el oficio SPI/077/2017 de 

fecha quince de mayo de dos mil diecisiete, sino la supuesta negativa 

en que incurren las demandadas. 

 

De ahí que, como puntos controvertidos se tengan los siguientes: 

 

 2.1.  Dilucidar si se configura la negativa ficta que demanda el 

actor y determinar su validez. 

 

CONSIDERANDOS: 

 

I. Competencia.  

 

Esta Sala Primera del Tribunal, es competente para conocer y resolver 

el presente juicio contencioso en vía ordinaria, de conformidad con lo 

establecido en los 116 fracción V, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos; 67 fracción VI de la Constitución Política 

del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave; 1, 5 fracción IV, 8 

fracción III, 23 y 24 fracción IX de la Ley número 367 Orgánica del 

Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, así como los numerales 1, 4 

y  325 del Código. 
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II. Procedencia.  

 

El Juicio Contencioso que por vía ordinaria se resuelve, reúne los 

requisitos de procedencia previstos en el numeral 280 fracción IV del 

Código, al haberse interpuesto el mismo en contra del referido silencio 

de la autoridad demandada respecto al escrito de fecha dos de junio de 

dos mil diecisiete, documental privada que constan en el expediente 

ofrecida por la parte actora1.   

 

Así mismo, la legitimación del ciudadano Eliminado: datos personales. 

Fundamento legal: Artículo 72 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública del Estado de Veracruz; 3 fracción X, 12, 13, 14 y 42 de 

la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados 

para el Estado de Veracruz, por tratarse de información que hace identificada 

o identificable a una persona física. para promover el presente juicio 

contencioso, se encuentra debidamente acreditada en autos; ya que 

mediante acuerdo de fecha cinco de septiembre de dos mil diecisiete, 

le fue reconocida la personalidad como parte actora dentro del 

presente juicio contencioso administrativo. 

 

III. Análisis de las causales de improcedencia o sobreseimiento 

del juicio. 

 

Con fundamento en los artículos 291 y 325 fracción II del Código, se 

abordará el estudio de las causales invocadas por las partes. 

 

La autoridad demandada, hace valer la causal de improcedencia 

prevista en la fracción X del artículo 289 del Código. 

 

Respecto a la causal de improcedencia contenida en la fracción X del 

artículo 289 del Código, dice la demandada se actualiza dado que a su 

entender la parte actora no hace valer conceptos de impugnación.  

 

La demandada dice que, de la lectura del escrito de demanda, no se 

observa con claridad y precisión que en la misma se haya plasmado un 

                                                           
1 Visibles a fojas 14 del expediente. 
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razonamiento lógico-jurídico en contra de la supuesta negativa ficta que 

adolece, sino que la actora únicamente se dedica a realizar meras 

manifestaciones subjetivas, por lo que estas no pueden representar 

para esta Sala conceptos de impugnación y por ende debe 

determinarse el sobreseimiento del juicio. 

 

La causal invocada no se actualiza, ya que contrario a lo afirmado por 

la parte demandada, de la lectura del escrito de demanda, se observa 

en primer término que esta contempla, en términos del artículo 293 

fracción VI del Código vigente en la fecha de su presentación, un 

apartado específico donde la actora desarrolla sus conceptos de 

impugnación, los cuales en relación a su procedencia se analizará en el 

estudio de fondo que se realizará en el presente fallo. 

 

Por otra parte de la lectura integral de la demanda se advierten 

razonamientos que, aunque no estén en el capítulo relativo al de los 

conceptos de impugnación y aunque no guarden un apego estricto a la 

forma lógica del silogismo, resultan suficientes a esta Sala, para 

observar la lesión o agravio que el actor estima le causa el acto, esto 

es, sí se expresa con claridad la causa de pedir, al señalarse cuál es el 

acto impugnado y los motivos que originaron el agravio para que este 

órgano jurisdiccional pueda examinarlo, criterio que en que abunda la 

tesis de rubro: CONCEPTOS DE ANULACIÓN EN EL JUICIO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. PARA QUE LAS SALAS DEL 

TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA 

RESUELVAN LA PRETENSIÓN DEL ACTOR, BASTA CON QUE EN 

LA DEMANDA RELATIVA SE EXPRESE CON CLARIDAD LA 

CAUSA DE PEDIR (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 31 DE 

DICIEMBRE DE 2005)2 y que resulta de apoyo al presente 

razonamiento. 

 

IV. Análisis de las cuestiones planteadas. 

 

4.1. Se configura la negativa ficta. 

 

                                                           
2 Época: Novena Época Registro: 172580 Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito Tipo de Tesis: Aislada Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta Tomo XXV, Mayo de 2007 Materia(s): Administrativa Tesis: XXI.2o.P.A.53 A  
Página: 2041  
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En el presente considerando se analizará si se configura la figura 

negativa ficta respecto al escrito presentado por el actor ante la 

Subdirectora de Prestaciones Institucionales del IPE en fecha dos de 

junio de dos mil diecisiete. 

 

Para lo anterior y en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 325 

fracción III del Código, fijaremos de forma clara y precisa los puntos 

controvertidos en el presente asunto, de acuerdo la pretensión del 

actor, misma deducimos de su demanda, en relación con el acto 

impugnado y en términos del criterio que en sustento al presente fallo 

contiene la siguiente jurisprudencia: 

 

SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y 

ADMINISTRATIVA. SU CONTENIDO Y FINALIDAD EN RELACIÓN 

CON LA PRETENSIÓN DEDUCIDA (INTERPRETACIÓN DEL 

ARTÍCULO 50 DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO). Del artículo 50 de la Ley 

Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo se advierte que 

las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa al 

dictar sus fallos, resolverán "sobre la pretensión del actor que se 

deduzca de su demanda, en relación con una resolución impugnada", 

lo que determina el contenido y finalidad de las sentencias e implica 

considerar: a) el petitum en relación con un bien jurídico; y, b) la razón 

de la pretensión o título que es la causa petendi. Es así que el 

juzgador, sobre la base no formalista de un fundamento de hecho, 

debe evaluar si la esencia y relevancia de lo planteado es conforme 

con el ordenamiento, todo ello de una manera razonable, integral y no 

rigorista, sin desvincularlo de los efectos o consecuencias de la 

esencia de la pretensión, privilegiando una respuesta basada en la 

verdad fáctica y real por encima de lo procesal. Lo anterior implicará 

un pronunciamiento completo y amplio de la litis propuesta atendiendo 

a la solución de fondo, al problema jurídico y a la controversia, como lo 

ordena el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. Aunado a lo anterior, la mencionada ley faculta y conmina 

a las Salas del mencionado tribunal a pronunciarse sobre los 

siguientes aspectos: a) una litis abierta, b) la eventual sustitución en lo 

que deban resolver las autoridades demandadas, c) invocar hechos 

notorios, d) resolver el tema de fondo con preferencia a las violaciones 

formales, e) corregir errores en la cita de preceptos y suplir agravios 

en el caso de ciertas causas de ilegalidad, f) examinar conjuntamente 
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los agravios, causales de ilegalidad y argumentaciones, g) constatar el 

derecho que en realidad asista a las partes y, h) aplicar los criterios y 

principios jurisprudenciales dictados y reconocidos por los tribunales 

del Poder Judicial de la Federación.3 

 

Bajo este tenor, se deduce que la pretensión del actor es la siguiente 

siguiente: 

 

La nulidad de la resolución negativa ficta, derivada del silencio por 

parte de las demandadas a dar respuesta a su escrito de fecha dos de 

junio de dos mil diecisiete, por la cual solicita sea revocada la 

suspensión del pago de su pensión. 

   

Ahora bien, para determinar en el caso concreto si se actualiza la figura 

de la negativa ficta, resulta primordial dilucidar las características y 

alcance del escrito de fecha dos de junio de dos mil diecisiete en 

torno a las argumentaciones realizadas por las partes y las 

pruebas ofrecidas dentro del presente juicio. 

 

Así pues, tenemos que el actor afirma ser titular de la pensión número 

21749 por jubilación por acuerdo del IPE número 61286 de fecha 

primero de junio de dos mil siete, cuestión que las demandadas 

mediante confesión expresa en su escrito de contestación de demanda 

confirman, por tanto se tiene como un hecho probado. 

 

Bajo el carácter anteriormente descrito, el actor manifiesta que con 

fecha dieciséis de mayo de dos mil diecisiete, recibe el oficio número 

SPI/077/2017 de fecha quince de mayo de ese mismo año, por el cual 

la subdirección de Prestaciones Institucionales del IPE acuerda 

suspender el pago de la pensión número 21749, motivo por el cual 

presenta ante las demandadas, el mencionado escrito de fecha dos de 

junio de la misma anualidad, del cual señala no ha recibido respuesta 

alguna de estas.  

 

                                                           
3 Época: Novena Época Registro: 168417 Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito Tipo de Tesis: Jurisprudencia Fuente: Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta Tomo XXVIII, Noviembre de 2008 Materia(s): Administrativa Tesis: I.4o.A. 
J/73 Página: 1259  
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En este sentido, se tiene plena certeza de la existencia del oficio 

número SPI/077/2017 de fecha quince de mayo de dos mil diecisiete4 y 

del escrito de fecha dos de junio de la misma anualidad5, pues obran 

en el expediente al ser ofrecidos como prueba por parte del actor e 

igualmente ser reconocidos en su contestación de demanda por parte 

de las demandas. 

 

Teniendo certeza de lo anterior, del análisis del contenido del escrito de 

fecha dos de junio de dos mil diecisiete, se advierte que el actor relata 

como hechos, que en fecha dieciséis de mayo de dos mil diecisiete 

recibió un primer oficio signado por la Subdirectora de Prestaciones 

Institucionales del IPE con número SPI/062/2017, donde le informa de 

foma textual que “El Departamento de Banco de Datos del Instituto ha 

informado a esta Subdirección a mi cargo, que Usted percibe una 

pensión y al mismo tiempo se encuentra desempeñando un cargo, 

empleo o comisión remunerados a cargo de un Ente Público 

incorporado a este Organismo de Seguridad Social” y que por tal 

motivo encuadra en uno de los supuestos de incompatibilidad previstos 

en el Artículo 29 de la Ley número 287 de Pensiones del Estado de 

Veracruz, por lo que le informa que tiene un término de quince días 

hábiles contados a partir de recibir el mencionado oficio, para 

manifestar lo que a su derecho corresponda, ya que en días 

subsecuentes se le retendría el pago de la pensión. 

 

Siguiendo con los referidos hechos del escrito de fecha dos de junio de 

dos mil diecisiete, el actor señala que el veinticuatro de mayo de dos 

mil diecisiete recibe un nuevo oficio, ahora el número SPI/077/2017 de 

fecha quince de mayo del mismo año, signado por la ya mencionada 

Subdirectora, donde le notifica que mediante acuerdo 88,415-A por 

unanimidad de votos, el Consejo Directivo con fundamento en los 

artículos 29 y 82 fracción XVII de la Ley 287 de Pensiones del Estado, 

aprobó la suspensión de pago de la pensión número 21749 a favor de 

Eliminado: datos personales. Fundamento legal: Artículo 72 de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Veracruz; 3 

fracción X, 12, 13, 14 y 42 de la Ley de Protección de Datos Personales en 

Posesión de Sujetos Obligados para el Estado de Veracruz, por tratarse de 

información que hace identificada o identificable a una persona física., 

                                                           
4 Visible a foja 21 del expediente. 
5 Visible a fija 14 del expediente. 
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otorgándole un término de quince días hábiles para promover las 

diligencias correspondientes a efecto de recurrir ante el Consejo 

Directivo de dicha determinación. 

 

Al respecto, del último punto descrito en el párrafo que antecede, en 

relación al término otorgado para recurrir la determinación de la 

autoridad, resulta importante precisar que de la lectura del 

SPI/077/2017, que obra en autos del expediente de mérito, se observa 

que la demandada señala de manera textual lo siguiente: 

 

“No omito manifestarle, que de acuerdo al artículo 86 de la Ley 

Número 287 de Pensiones del Estado de Veracruz de Ignacio de la 

llave vigente, cuenta con el término de 15 días hábiles siguientes a la 

fecha de su notificación, a efecto de recurrir ante el Consejo Directivo 

dicha determinación, en caso de considerarlo necesario, o bien acudir 

ante las instancias judiciales correspondientes.”   

 

Dado todo lo anterior, nos referiremos al argumento que vierten las 

autoridades en su escrito de contestación a la demanda, respecto a las 

características que consideran tiene el escrito del actor de fecha dos de 

junio de dos mil diecisiete. 

 

Las demandadas equiparan el ya mencionado escrito del actor, al de 

una solicitud de pensión y señalan que en términos de lo dispuesto por 

el artículo 25 de la Ley número 287 de Pensiones del Estado, el 

Consejo Directivo del IPE6, tiene un término de cuarenta y cinco (45) 

días hábiles para resolver ese tipo de solicitudes, por tanto dicen, que 

de la fecha en que el actor realiza su solicitud (dos de junio de dos mil 

diecisiete)  a la fecha en que presenta su demanda (veinte de agosto 

de dos mil diecisiete), aún no transcurría el término de cuarenta y cinco 

días hábiles para darle respuesta y por tanto resulta infundada la 

nulidad que solicita pues no se actualiza la figura de la negativa ficta. 

 

                                                           
6 Artículo 25. El derecho a la jubilación y a la pensión por vejez, incapacidad, 
invalidez o muerte, se origina cuando el trabajador o sus familiares derechohabientes 
se encuentran en los supuestos consignados en esta ley y satisfagan los requisitos 
que la misma señala.  
  
El Consejo Directivo deberá resolver la solicitud de pensión o jubilación en un plazo 
no mayor de 45 días hábiles, a partir de la fecha en que quede integrado el 
expediente del trámite respectivo.  
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El argumento anterior por parte de las demandadas resulta infundado, 

pues de ninguna manera puede equipararse el escrito del actor de 

fecha dos de junio de dos mil diecisiete, a una solicitud de pensión en 

términos del mencionado artículo 25 de la Ley de la materia, pues es 

claro que el escrito en comento deriva de la inconformidad del actor 

respecto al oficio SPI/077/2017, por el cual le notifican que el Consejo 

Directivo del IPE ha aprobado suspender su pensión. Por tanto, resulta 

ilógico pensar que el actor con el mencionado escrito esté solicitando 

una pensión, pues ya cuenta con una por jubilación desde el año dos 

mil siete, además de que en ninguna parte del mismo se observa que 

el actor lo solicite como tal. 

 

Ahora bien, no se omite señalar que, en efecto, tal como señalan las 

demandadas, del día dos de junio de dos mil diecisiete al día 

veinticuatro de agosto del mismo año, día en que el actor presenta su 

demanda, de acuerdo al calendario laboral de dicho Organismo, no 

habían transcurrido cuarenta y cinco días hábiles. 

 

En este sentido, como ya se ha expuesto, es necesario establecer las 

características del escrito de la parte actora de fecha dos de junio de 

dos mil diecisiete. 

 

Al respecto, habiendo realizado un análisis exhaustivo de los 

argumentos de las partes y de las constancias que conforman el 

expediente y bajo una lógica de resolver el tema de fondo con 

preferencia a las cuestiones formales, privilegiando una respuesta 

basada en la verdad fáctica y real por encima de lo procesal, 

consideramos que el escrito de fecha dos de junio de dos mil diecisiete 

presentado por el actor ante las demandadas, aun cuando no lo refiere 

expresamente, se debe equiparar a la interposición del recurso de 

revocación en términos del artículo 263 del Código.  

 

Esto es así, ya que del contenido del mencionado escrito se puede 

advertir que contiene, la autoridad a quien se dirige, el nombre del 

promovente, el acto que impugna y la fecha en que le fue notificado, los 

hechos que son antecedente del acto, adjunta documentales para 

probar su dicho y de alguna manera hace valer el agravio que le 

causan el acto, dejando claro que su pretensión es que se anule el acto 



JCZU 12 

de la autoridad por el cual le es suspendida la pensión por jubilación de 

la cual gozaba. 

 

Por tanto, las demandadas, en lugar de equiparar el mencionado 

escrito con una solicitud de pensión, debieron haber atendido dicha 

petición equiparándolo a un recurso de revocación, debiendo entonces, 

en términos del artículo 265 del Código haber prevenido al hoy actor 

por escrito y por una sola vez, para que en un plazo de cinco días 

adecuara su escrito subsanando las omisiones en su caso detectadas. 

 

Bajo este criterio y de acuerdo a lo establecido por el artículo 270 del 

Código, la autoridad debía haber acordado respecto a la admisión, 

prevención o desechamiento del recurso, dentro de los tres días 

siguientes contados a partir de la recepción del informe solicitado a la 

autoridad inferir jerárquica, término que esta Sala considera el aplicable 

para determinar en el presente caso la actualización de la figura de la 

negativa ficta. 

 

Esto es así, ya que el artículo 157 del Código señala que las 

autoridades deberán resolver el procedimiento administrativo 

correspondiente, en los términos previstos por las normas aplicables y 

solo que éstos no contemplen un plazo específico deberá resolverse 

dentro de los cuarenta y cinco días siguientes, siendo en el presente 

caso el aplicable, el término de tres días con que contaba la autoridad 

demandada para prever respecto a la admisión, prevención o 

desechamiento del recurso, por tanto al no existir constancia de 

haberlo realizado es que se tiene por acreditada la figura de la negativa 

ficta respecto al escrito de fecha dos de junio de dos mil diecisiete 

signado por el actor y dirigido a la Subdirectora de Prestaciones 

Institucionales del IPE, marcando y entregando del mismo, pues así 

constan los sellos de recibido, copias en esa misma fecha al Director 

General, a la Subdirectora Jurídica y a la Jefa del Departamento de 

Vigencia de Derechos, todos del IPE. 

 

En este sentido y una vez analizadas las constancias que obran en el 

expediente, se acredita que: a) se presentó un escrito; b) hubo silencio 

de la autoridad para dar respuesta a éste; y, c) transcurrió el plazo legal 

sin que la autoridad resolviera expresamente.  
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Por tanto, formalmente se satisfacen los elementos para determinar 

que en el caso que nos ocupa se configura la negativa ficta. 

 

4.2. Se declara la nulidad de la resolución negativa ficta.  

 

Una vez acreditado que la negativa ficta impugnada sí se configuró y 

que por lo tanto el presente juicio de nulidad sí es procedente, esta 

Sala Unitaria procede al estudio de los conceptos de impugnación que 

versan sobre el fondo del asunto en observancia de las siguientes 

jurisprudencias del Poder Judicial dela Federación que se transcriben 

enseguida y que sirven de apoyo en aplicación analógica: 

 

NEGATIVA FICTA. EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL 

Y ADMINISTRATIVA NO PUEDE APOYARSE EN CAUSAS DE 

IMPROCEDENCIA PARA RESOLVERLA. En virtud de que la litis 

propuesta al Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa con 

motivo de la interposición del medio de defensa contra la negativa ficta 

a que se refiere el artículo 37 del Código Fiscal de la Federación, se 

centra en el tema de fondo relativo a la petición del particular y a su 

denegación tácita por parte de la autoridad, se concluye que al 

resolver, el mencionado Tribunal no puede atender a cuestiones 

procesales para desechar ese medio de defensa, sino que debe 

examinar los temas de fondo sobre los que versa la negativa ficta para 

declarar su validez o invalidez.7 

 

NEGATIVA FICTA. LA AUTORIDAD, AL CONTESTAR LA 

DEMANDA DE NULIDAD, NO PUEDE PLANTEAR ASPECTOS 

PROCESALES PARA SUSTENTAR SU RESOLUCIÓN. El artículo 

37, primer párrafo, del Código Fiscal de la Federación establece la 

figura jurídica de la negativa ficta, conforme a la cual el silencio de la 

autoridad ante una instancia o petición formulada por el contribuyente, 

extendido durante un plazo ininterrumpido de 3 meses, genera la 

presunción legal de que resolvió de manera negativa, es decir, contra 

los intereses del peticionario, circunstancia que provoca el derecho 

procesal a interponer los medios de defensa pertinentes contra esa 

negativa tácita o bien, a esperar a que la autoridad dicte la resolución 

                                                           
7 Época: Novena Época Registro: 173738 Instancia: Segunda Sala Tipo de Tesis: 
Jurisprudencia Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo XXIV, 
Diciembre de 2006 Materia(s): Administrativa Tesis: 2a./J. 165/2006 Página: 202  
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respectiva; de ahí que el referido numeral prevé una ficción legal, en 

virtud de la cual la falta de resolución por el silencio de la autoridad 

produce la desestimación del fondo de las pretensiones del particular, 

lo que se traduce necesariamente en una denegación tácita del 

contenido material de su petición. Por otra parte, uno de los propósitos 

esenciales de la configuración de la negativa ficta se refiere a la 

determinación de la litis sobre la que versará el juicio de nulidad 

respectivo del que habrá de conocer el Tribunal Federal de Justicia 

Fiscal y Administrativa, la cual no puede referirse sino a la materia de 

fondo de lo pretendido expresamente por el particular y lo negado 

fíctamente por la autoridad, con el objeto de garantizar al 

contribuyente la definición de su petición y una protección más eficaz 

respecto de los problemas controvertidos a pesar del silencio de la 

autoridad. En ese tenor, se concluye que al contestar la demanda que 

se instaure contra la resolución negativa ficta, la autoridad sólo podrá 

exponer como razones para justificar su resolución las relacionadas 

con el fondo del asunto, esto es, no podrá fundarla en situaciones 

procesales que impidan el conocimiento de fondo, como serían la falta 

de personalidad o la extemporaneidad del recurso o de la instancia, 

toda vez que, al igual que el particular pierde el derecho, por su 

negligencia, para que se resuelva el fondo del asunto (cuando no 

promueve debidamente), también precluye el de la autoridad para 

desechar la instancia o el recurso por esas u otras situaciones 

procesales que no sustentó en el plazo legal.8 

 

Ahora bien, respecto a la validez de la negativa ficta, estudiaremos los 

conceptos de impugnación realizados por el actor y que van 

encaminados a demostrar que no debió negarse su petición porque el 

acto de autoridad por el cual se le informó la suspensión de su pensión 

por jubilación, contiene irregularidades y por ende debió revocarse, 

como en su momento lo solicitó. 

 

En este sentido el actor manifiesta en su concepto de impugnación 

marcado con el inciso A), que la autoridad comete una grave 

irregularidad al suspender la pensión por jubilación, pues quien toma la 

determinación es el Director General de Prestaciones 

Institucionales del IPE, sin entregarle copia de la determinación 

                                                           
8 Época: Novena Época Registro: 173737 Instancia: Segunda Sala Tipo de Tesis: 
Jurisprudencia Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo XXIV, 
Diciembre de 2006 Materia(s): Administrativa Tesis: 2a./J. 166/2006 Página: 203  
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tomada por el Consejo Consultivo de ese mismo organismo, por ende 

resulta ser incompetente para ordenar la mencionada suspensión.  

 

A efecto de estudiar lo argumentado por el actor, resulta necesario ir al 

contenido del oficio SPI/077/2017 de fecha quince de mayo de dos mil 

diecisiete. 

 

De este, se observa en primer término que es emitido por la 

Subdirectora de Prestaciones Institucionales del IPE, no como 

menciona la parte actora, que hace alusión a que dicho oficio lo emite 

el Director General de Prestaciones Institucionales del IPE, sin 

embargo se toma lo anterior como un error mecanográfico. 

 

Así pues, dentro de los numerales en que funda su actuar la 

mencionada Subdirectora, específicamente los que aluden a su 

competencia para emitir el acto, nos referiremos a los relacionados al 

Reglamento Interior del Instituto de Pensiones del Estado, de los 

cuales señala el artículo 45 fracciones I, IV, V, VIII, XV, XX y XXVII, 

que a la letra disponen: 

 

“Artículo 45. La Subdirección de Prestaciones Institucionales tendrá 

las atribuciones siguientes:  

 

I. Planear, organizar, normar, coordinar, controlar y evaluar el sistema 

integral de prestaciones previsto en Ley;  

…. 

IV. Preparar, coordinar y proponer a consideración del Consejo, los 

proyectos de acuerdos para conceder, negar, suspender, modificar, 

reconsiderar, cancelar o revocar las pensiones por jubilación, por 

vejez, anticipada, por incapacidad, por invalidez y por muerte en 

términos de ley;  

V. Administrar, supervisar, sistematizar y coordinar la elaboración e 

integración de la nómina de pago de pensiones y otorgamiento de las 

demás prestaciones derivadas de ley; 

…. 

VIII. Administrar, organizar, planear, supervisar, normar, coordinar, 

modificar el padrón de trabajadores y pensionistas incorporados al 

régimen del Instituto; 

….. 
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XV. Administrar, normar y operar los servicios de vigencia de derechos 

que garantice un servicio ágil y eficiente en la tramitación de las 

prestaciones que soliciten los trabajadores, los pensionistas o los 

familiares derechohabientes; 

…. 

XX. Ordenar la notificación de los actos que deben ser enterados de 

manera personal;” 

 

De lo anterior, podemos observar que la Subdirección de Prestaciones 

Institucionales tiene la facultad de proponer a consideración del 

Consejo, los proyectos de acuerdos para conceder, negar, suspender, 

modificar, reconsiderar, cancelar o revocar las pensiones por jubilación, 

así como ordenar la notificación de los actos que deben ser enterados 

de manera personal, sin embargo no es la autoridad facultada para 

emitir el acuerdo  por el cual se determina, en el caso que nos ocupa, 

la suspensión de una pensión de jubilación, ya que esta atribución la 

tiene el Consejo Directivo del instituto, esto de acuerdo al artículo 15 

fracción XX del mencionado Reglamento Interno y artículo 82 fracción 

XVII de la Ley de Pensiones del Estado, que a la letra disponen: 

 

“Artículo 15. Corresponde al Consejo: 

….. 

XX. Autorizar, negar, modificar, suspender o cancelar el otorgamiento 

de una pensión en cualquiera de las modalidades previstas por la ley;”  

 

“Artículo 82. Corresponde al Consejo Directivo: 

 

XVII. Autorizar, negar, modificar, suspender o cancelar el otorgamiento 

de una pensión en cualquiera de las modalidades previstas por esta 

ley; “ 

 

“Artículo 86. Las resoluciones y los acuerdos del Consejo Directivo que 

afecten intereses particulares de los trabajadores y familiares 

derechohabientes, podrán recurrirse mediante el recurso de 

revocación o bien controvertirse mediante el Juicio Contencioso 

Administrativo dentro de los quince días siguientes al en que surta 

efectos la notificación del acto o resolución que se impugna, o al en 

que haya tenido conocimiento del mismo, en la forma, plazos y 

términos dispuestos en el Código de Procedimientos Administrativos 

para el Estado”. 
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Por tanto, es improcedente el concepto de impugnación que se 

estudia, puesto que, si bien la autoridad emisora del oficio número 

SPI/077/2017 no es la competente para suspender su pensión por 

jubilación, en realidad sólo le está notificando la decisión tomada por el 

Consejo Directivo en la sesión celebrada el día doce de mayo del dos 

mil diecisiete, para lo cual sí tiene facultades de acuerdo a los 

numerales que hemos transcrito con anterioridad. 

 

Sirva lo anterior, para determinar igualmente la improcedencia del 

concepto de impugnación marcado con el inciso B), pues este se basa 

en señalar que el oficio número SPI/077/2017 carece de una adecuada 

fundamentación y motivación, y como ya hemos analizado, el mismo se 

encuentra debidamente fundado y motivado. 

 

Dicho de otro modo, los agravios que dirige el actor respecto de la 

negativa de revocar la suspensión de su pensión, son infundados en la 

medida en que la funcionaria que emitió el oficio  SPI/077/2017, no fue 

quien tomó la determinación de suspenderle la pensión, sino solo se lo 

comunicó, para lo cual sí tiene competencia, y además, porque dicho 

oficio sí cuenta con la cita de preceptos legales y la exposición de 

motivos en los que se sustenta su emisión. 

 

Por otra parte no se consideran procedentes los conceptos de 

impugnación realizados por el actor marcados con los incisos C, E, F y 

G, que se encuentran encaminados a señalar de inconstitucional el 

artículo 29 de la ley de Pensiones del Estado de Veracruz y con lo que 

pretende que dicho numeral no pueda serle aplicable o eximirse de su 

cumplimiento al hoy actor, pues la Suprema Corte de Justicia ha 

determinado que la incompatibilidad entre una pensión jubilatoria y el 

desempeño de un trabajo remunerado que implique incorporación o 

continuación al régimen obligatorio de la ley relativa, no viola el 

derecho a la seguridad social reconocido en el artículo 123, apartado B, 

fracción XI, esto de acuerdo a la siguiente jurisprudencia: 

 

PENSIÓN JUBILATORIA. EL ARTÍCULO 51, ANTEPENÚLTIMO 

PÁRRAFO, DE LA LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y 

SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO 

VIGENTE HASTA EL 31 DE MARZO DE 2007, NO VIOLA EL 
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DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL. El precepto citado, al no 

contemplar la compatibilidad entre una pensión jubilatoria y el 

desempeño de un trabajo remunerado que implique incorporación o 

continuación al régimen obligatorio de la ley relativa, no viola el 

derecho a la seguridad social reconocido en el artículo 123, apartado 

B, fracción XI, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, el cual prevé el derecho a la jubilación como una 

prestación de seguridad social que nace a partir de que concluye la 

relación de trabajo, al realizarse la condición de tiempo trabajado o 

edad del trabajador que el contrato o en este caso específico la ley 

señala; sin embargo, ese derecho está sujeto a la circunstancia de que 

se efectúe el retiro del servicio activo, pues si por cualquier causa el 

pensionado reingresa a una dependencia u organismo público, ello 

origina que siga percibiendo un salario e implica la incorporación al 

régimen de la ley del Instituto, lo que significa que el trabajador no se 

encuentra en retiro total de toda actividad laboral, siendo que el pago 

de la pensión por jubilación, nace hasta que se verifica el requisito 

esencial de la separación. Asimismo, el mencionado antepenúltimo 

párrafo del artículo 51 de la ley no impone como sanción la pérdida 

definitiva de ese beneficio, sino la facultad del Instituto de suspender la 

pensión al advertir su incompatibilidad, de la que puede gozarse 

nuevamente cuando ésta desaparezca y se reintegren las sumas 

recibidas en los términos que indica.9 

 

Ahora bien, respecto al concepto de impugnación marcado con el 

inciso D), por el cual el actor señala que en el caso se viola en su 

prejuicio el artículo 14 constitucional, específicamente su derecho de 

audiencia, al no haberse efectuado un procedimiento en el cual hubiese 

sido oído y ni vencido, este resulta fundado. 

 

Esto es así, ya que de lo expuesto en el escrito base de la acción del 

demandante, se advierte una violación flagrante al derecho de 

audiencia, consagrado en el artículo 14 de la Constitución Federal, 

pues en fecha dieciséis de mayo de dos mil diecisiete el actor recibió 

un primer oficio signado por la Subdirectora de Prestaciones 

Institucionales del IPE con número SPI/062/2017, donde le informa de 

forma textual que “El Departamento de Banco de Datos del Instituto ha 

                                                           
9 Época: Décima Época Registro: 2015145 Instancia: Segunda Sala Tipo de Tesis: 
Jurisprudencia Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Libro 46, 
Septiembre de 2017, Tomo I Materia(s): Constitucional Tesis: 2a./J. 129/2017 (10a.) 
Página: 441  
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informado a esta Subdirección a mi cargo, que Usted percibe una 

pensión y al mismo tiempo se encuentra desempeñando un cargo, 

empleo o comisión remunerados a cargo de un Ente Público 

incorporado a este Organismo de Seguridad Social” y que por tal 

motivo encuadra en uno de los supuestos de incompatibilidad previstos 

en el Artículo 29 de la Ley número 287 de Pensiones del Estado de 

Veracruz, por lo que le informa que tiene un término de quince días 

hábiles contados a partir de recibir el mencionado oficio, para 

manifestar lo que a su derecho corresponda, ya que en días 

subsecuentes se le retendría el pago de la pensión. 

 

Así las cosas, el veinticuatro de mayo de dos mil diecisiete el actor 

recibe un nuevo oficio, ahora el número SPI/077/2017 de fecha quince 

de mayo del mismo año, signado por la ya mencionada Subdirectora, 

se le notifica que mediante acuerdo 88,415-A por unanimidad de votos, 

el Consejo Directivo del IPE con fundamento en los artículos 29 y 82 

fracción XVII de la Ley 287 de Pensiones del Estado, aprobó la 

suspensión de pago de la pensión número 21749 a favor de Carlos 

Roberto Vega Gutiérrez, otorgándole de acuerdo al artículo 86 de la 

mencionada ley, un término de quince días hábiles para recurrir ante el 

Consejo Directivo dicha determinación o bien acudir ante las instancias 

judiciales correspondiente. 

  

De lo anterior, se puede afirmar con claridad que la autoridad no 

respetó el término de quince días hábiles que ella misma había 

otorgado al hoy actor dentro del oficio número SPI/062/2017, que le fue 

notificado en fecha dieciséis de mayo de dos mil diecisiete, pues seis 

días hábiles posteriores a esto, le notificó el oficio número 

SPI/077/2017, por el cual ya le determinaban la suspensión de pago de 

su pensión, dejándolo en franca indefensión. 

 

Bajo lo anterior, la actuación de las demandadas, actualiza lo dispuesto 

por el artículo 326 fracción IV del Código, que a la letra establece: 

  

Artículo 326. Serán causas de nulidad de los actos o resoluciones 

impugnados:  

….. 
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IV. Si los hechos que los motivaron que los motivaron no se realizaron, 

fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se 

dictaron el contravención con las normas aplicables o se dejaron de 

aplicar las debidas;…” 

 

Por tanto, nos encontramos con una violación que trasciende y afecta 

derechos sustantivos del particular, cuestión que lleva a esta Sala a 

determinar la nulidad lisa y llana de la negativa ficta recaída a la 

solicitud del actor de revocar la suspensión de la pensión que le fue 

otorgada, porque contrario a la resolución ficta, dicha suspensión sí 

debió revocarse habida cuenta que fue emitida de forma ilegal, al 

contravenir el procedimiento establecido e impedir el derecho de 

audiencia del particular.  

 

V. Fallo. 

 

Esta Sala Primera, procede a declarar la nulidad lisa y llana de la 

resolución ficta impugnada, consistente en la negativa ficta recaída a 

la petición del actor, en la que solicitaba la revocación del oficio 

SPI/077/2017 de fecha quinde de mayo de dos mil diecisiete, así como 

de las actuaciones que dieron origen al mismo. 

Como consecuencia de la nulidad de la negativa ficta, y toda vez que sí 

procedía la revocación de la suspensión de la pensión, se declara 

además la nulidad lisa y llana tanto de los oficios número 

SPI/062/2017 y SPI/077/2017 notificados en fecha dieciséis de mayo 

de dos mil diecisiete, como del acuerdo 88,415-A mediante el cual se 

determinó suspender la pensión otorgada al actor. 

 

Se condena a las autoridades demandadas a cubrir el pago al actor de 

la pensión número 21749, la cual deberá hacerse de manera 

retroactiva desde la fecha en que se le fue retenida, hasta la fecha de 

cumplimiento de la presente sentencia.  

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                               

RESUELVE:  
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PRIMERO. Se decreta la nulidad lisa y llana de la resolución 

impugnada con base en las consideraciones de hecho y de derecho 

expuestas en los considerandos de esta sentencia. 

 

SEGUNDO. Como consecuencia de la nulidad de la negativa ficta, se 

declara la nulidad lisa y llana de los oficios número SPI/062/2017 y 

SPI/077/2017 y del acuerdo 88,415-A mediante el cual se determinó 

suspender la pensión otorgada al actor.  

 

TERCERO. Se condena a las autoridades demandadas a cubrir el 

pago al actor de acuerdo a lo expuesto en el considerando quinto de 

esta sentencia.  

 

 

 

 

NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE A LA PARTE ACTORA Y POR 

OFICIO A LA AUTORIDADES DEMANDADAS, PUBLÍQUESE POR 

BOLETÍN JURISDICCIONAL. Así lo resolvió y firmó Pedro José María 

García Montañez, Magistrado de la Primera Sala del Tribunal Estatal 

de Justicia Administrativa de Veracruz, ante Luis Alejandro Tlaxcalteco 

Tepetla, Secretario de Acuerdos, quien autoriza y firma. DOY FE. 

 

 

 

 

PEDRO JOSÉ MARÍA GARCÍA MONTAÑEZ 

                         Magistrado 

 

 

 

LUIS ALEJANDRO TLAXCALTECO TEPETLA 

                                        Secretario de Acuerdos 


